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bs f~solucionesantes citadas, para considerar caducado el derecho real
de hIpoteca por el transcurso de tres años a contar desde la fecha de
escritura. En efecto, es a partir de ese momento cuando conforme a la
misma cláusula, el acreedor qu~da facultado para ejecutar la garantía
hipot~caria, declarando vencido el riesgo que el deudor tenga en curso.
Dlficllmente podría el acreedor ejecutar su garantía hipotecaria, si el
derc;:ho de ~a hipoteca hubiera caducado. Sería absurdo y contradictorio
que s~ consIdere voluntad de las partes, señalar una llnica fecha para la
caducidad de la garantía constituida v para la ejecución de la misma. La
interpretación de la mencionada éláusula. conforme a las normas
generales de los artículos 1.281 y siguientes del Código Civil, no puede
ser otra que la de señalar la fecha de los tres años corno fecha a partir
de la cuaL y sin prórroga, no queden cubiertos por la garantía
hípot~aria las. o~racion~s entre acreedor y deudor, para cuyo buen fin
se habla constItUido la mIsma. Que de ello se deduce que la interpreta­
cíón de la mencionada cláusula H) de la escritura debatida. no puede ser
la pretendida por el recurrente, y por tanto. no puede cancelarse la
~...ar~ntía .c<:m arreglo al párrafo 2.0 del artÍCulo 82 de la Ley Hipotecaria
y dISPOSICIones concordantes.

v

sobre la facul!ad de declarar vencido todo el riesgo en curso, esto es, el
que ya esté pendiente al tiempo del otorgamiento.

Esta Dirección General ha aeorJado desestimar el recurso inter­
puesto y confirmar el auto apelado.

Lo que con devolución del expediente origínal comunico a V. E. para
su conocimiento y efectos. .

Madrid, 31 de julio de 1989.-E1 Director general, José CándIdo paz­
Ares Rodriguez.

Excmo. Sr. Presidente del Tribuna! Superior de Justicia de la Comuni­
dad Autónoma de Valencia.

MINISTERIO
DE ECONOMIA y HACIENDA

nmo. Sr. Director general de Tributos.

20784 ORDFS de 25 dcjulio de 19/j'9 por /:1 que se concede a la
J-:mprcsa Idosé .\Jan";; .\forclltc ..I:·¡I<;.1" /c':f'cd/cl1lc
J.330;'1986) los ¡'cl1e;licIOS jisca/es qll(' é':O{i!N::ce- la l.fT
!52/1963. de 2 de dícícmbrc, sobre 11: . .'{,:_., de inrerLis
[Iri:.:(ercntc.

Excmo. Sr.: Vista la Orden del !'.1inistl..'rio de Agrlc.¡Jtura, Pesca v
Allmentación de 29 de JUniO de 1989, por la que se dedara comprendida
en zona dI' preferente localízación industrial agraria, al amraro de lo
rhspucsto en la Orden de es.e Departamento de 16 de septiembre de
1983. a la Empresa (dosé Maria Morente Avilés~) (expediente
!-380¡ 1986L documento nacional de identidad 30.031.216, para la
Ills1alación de un centro de almacenamiento. manipulación, clasifica­
clan. tratamiento y envasado de granos y semillas en Porcuna (Jaén).

Resultando qu..:' en el momento de proponer la concesión de
beneficios. Escales España ha accedido a las Comunidades Económicas

Visto el testimonio de la sentencia dictada en 22 de septiembre de
19S5 por la Sala Tercera del Tribunal Supremo en recurso de apelación
interpuesto por el Letrado del Estado contra la sentencia dictada en 22
de febrero de 1985 por la Sala de lo Contencioso Administrativo, de la
Audiencia Nacional, recurso número 24.681, en relación con el
Impuesto sobre Actos Juridicos Documentados en empréstito emitido
por la «Empresa Nacional Hidroeléctrica del Ribagorzana, Sociedad
Anónima:>~ (ENHER). por importe de 5.000 millones de pesetas.

Resultando que concurren en este caso las circunstancias previstas en
el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso Adminístrati"va ((Boletin Oficial del Estado)~

del 28),
Este Ministerio h2. tenido a bien disponer la ejecución en sus propios

términos de la referida sentencia, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos:
Prímero.-Se estima el recurso de apelación in1c-rpuesto por el

Letrado del Estado.
Segundo.-Revoea la sentencia dictada con fccha 22 de febrero de

1985 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional. en el recurso número 24.681.

Terccro.-Declara ajustadas a derecho las Ordenes dictadas por el
Ministerio de Hacienda con fechas 26 de julio. 23 de junio y 28 de marzo
de 1983. así corno la del propio Ministerio de :20 de diciembre de 1983,
que confirmó las anteriores, desestimando el recurso de reposición
interpuesto contra las tres anteriores por la Entidad "Enher. Sociedad
Anónima",

Cuarto.-No se hace pronunciamiento alguno en cuanto al pago de las
costas causadas en ninguna de las dos instancias de este recurso.))

Lo que comunico a V. l. para su conocimiento y efectos.
Madrid. l2 de julio de 1989.-P. D., el Subsecretario, Enrique

Martínez Robles.

O,'?DEX de 12 de julío de 19S9 por la que se dispone el
cUlllflfimiento de la SClllt'llcia dictada por la Sala Tercera
dL'! Tribunal Supremo con fecha n de séptiembre de 1988,
en relación eO/1 el recurso de apelación interpuesto por el
Letrado det Estado contra fa sentencia emitida por la
Audiencia J\'acíonal respecto del rCCl/rso contencíoscradmi­
n/stra/ho nÚlllero 24.681, en romo al Impu.esto sobre Actos
]urtdicos Documentados.

20783

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El Presidente de la Audiencia Territorial de Valencia revocó la nota
de la Registradora fundándose en que la cláusula contenida en la
exposición letra H) de la escritura de constitución de hipoteca, no puede
ser tachada de oscura, puesto que su simple lectura expresa con la mavor
claridad que el plazo de duración de la hipoteca será en todo caso'de
tres años, pl.azo que se reitera en dicha cláusula: así pues, corno quiera
que la .escntura se otor~ó en 25 de marzo de 1983, y la solicítud
pretendIendo la cancelacIón es dI;' 15 de marzo de 1988, I;'S visto que
había transcurrido el plazo máximo de tres años. v por lo tanto era
procedente la petición formulada y su consiguiente'estimación. >

. Esta Dirección .General, en dilígencias para mejor proveer, solicitó
mforme al Notano autorizante de la escritura de constitución de
hipoteca de máximo, de fecha 25 de mano de 1983. a fayor de la
Mercantil «Globo Marmi Ibérica, Sociedad AnónímID), quien manifestó
que la cláusula expositiva H) de dicha escritura es fiel reflejo de lo
expresa~o y acordado por ambas partes otorgantes y, no hay duda, que
se convmo un plazo de duración de la hipoteca de tres años (primer
párrafo, refr7ndado por el pá~fo ín. .fine de dicha cláusula). Que al
margen de dIcho plazo de cadUCIdad. Igualmente se pactó en la referida
cl...usula que la citada Entidad mercantil quedaba facultada, a partir de
la fecha d.e const~tuci~n de la hipoteca de máximo (25 de marzo de 1983)
pa~ pedIr su ejecucIón en cuanto a cualquier posición deudora que
pudiese ostentar don Angel Damián Traginer.

Vistos los artículos 1.281 y siguientes del Código Civil y la
Resolución de 23 de septiembre de 1987.

L En este recurso se debate eXClusivamente sobre la interpretación
de dc~erm.i~adacláusula hipotecaria, en concreto, sobre si la misma, en
combmaclOn.con el transcurso del tiempo, permite deducir la extinción
de.l derecho m;ocrito y consiguientemente posibilita la cancelación del
aSlc'!to respectivo, al amparo del artículo 82.2. 0 de la Ley Hipotecaria,
en V1rtud de la petición del interesado acompañada del mismo título que
la motivó.

2.. Es r~pa geneTa:l de nuestro ordenamiento hipotecario la de que
la rectlficaclOn del regtstro (y la cancelación no es sino una modalídad)
~)f(~~I~ará bien el consentimiento del titular RegistraI. bien resolución
JudicIal firme dictada en el juicio declarativo correspondiente (artículos
1, 38 Y 40 de la Ley Hipotecaria). lo que determina el carácter
excepcional de la hipótesis contemplada en el párrafo 2. Q del artículo 82
de b Ley Hip?te~~ria, precisánd,?se, e!l consecuencia, para su operativi­
dad que la extmclOn del derecho Insento, según la Ley o el título. resulte
de manera clara, precisa e indubitada.

3. En este sentido, la interpretación de la citada cláusula no ofrece
lugar a dudas; comienza disponiendo la subsistencia de la hipoteca.
<<hasta que se extinga cualquier posición deudora, o en todo caso, hasta
el plazo de ~res años a contar desde hoy» (fecha del otorgamiento) y
concluye reiterando que «en todo caso, como queda indicado la
duración m~ima de la misma será de t~es años)); si a ello se añade 'que
d~sde el mIs~o momento del otorgamIento de la escritura puede ser
eJ~cutada la ~Ipotec~, ~s evidente la extinción de esta garantía (consti­
tUIda ~f!- escntu~ publIca otorgada el 2? de marzo de 19831 al tiempo
ct~ Sql~c,Ita~e reg¡:stl!llmente su cancelacIón (5 de abril de 1988). Que la
e.1eC'J~lOn. ~Ipotecana es posible desde e~ otorgamiento de la escrilUra de
constHuclOn resulta tanto del tenor hteral de la expresión «en este
mom::nto ...» que, colocada inmediatamente después de la frase «a
contar desde ho)')), no puede sino referin;e a la fecha de otorgamiento,
como del dato de Que esa posibilidad de ejecución inmediata se asienta
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Europeas. de acuerdo con el Tratado de Adhesíón de fecha 12 de junio
de 1985. con virtualidad de sus efectos con fecha 1 de enero de 1986,
cuyo tratado modifica en esencia el régimen de concesión de beneficios
solicitados, y que por otra parte la Ley 30{1985, de 2 de agosto, ha
derogado a partir de la misma fecha, I de enero de 1986, el Impuesto
General sobre el Tráfico de las Empresas y el Impuesto de Compensa·
ción de Gravámenes Interiores.

Vistos la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, sobre industrias de interés
preferente; Decreto 2392/1972, de 18 de agosto (<<Boletín Oficial del
Estado» de 20 de. septiembre); Real Decreto 2586/1985. de 18 de
diciembre (<<Boletín Oficial del Estado» de 11 de enero de 1986),
modificado por el Real Decreto 932/1986. de 9 de mayo (<<Boletín
Oficial del Estado» del 13); Orden de 19 de marzo de 1986 (<<Boletín
Oficial del Estado» de 13 de mayo) y demás disposiciones reglamenta­
rias.

Considerando que de acuerdo con las disposiciones transitorias
primera, y segunda de la Ley 58/1985, de 23 de diciembre. sobre
incentivos regionales. las grandes áreas, polos, zonas y polígonos
mantendrán su vigencia durante un año a contar desde la entrada en
vigor de dicha Ley, y que los expedientes en tramitación hasta ese
momento continuarán rigiéndose por las disposiciones a que se hubieran
acogido en cada caso las solicitudes, circunstancia que se da en este
expediente, solicitado ellO de febrero de 1986,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tributos, de
conformidad con lo establecido en el artículo 6.° de la Ley 152/1963, de
2 de diciembre, y artículo 8.° del Decreto 2392/1972, de 18 de agosto,
ha tenido a bien -disponer:

Primero.-I. Con aiTeglo a las disposiciones reglamentarias de cada
tributo, a las específicas del ~men que deriva de la Ley 152/1963, de
2 de diciembre, y al procedimiento señalado por la Orden de este
Ministerio de 27 de marzo de 1965, se otorgan a la Empresa «losé Maria
Morente Avilés» (expediente 1-380/1986) los siguientes beneficios fisca­
les, sin petjuicio de su modificación o supresión por aplicación, en su
caso, del artículo 93.2 del Tratado 0>nstitutivo de la Comunidad
Económica Europea, al que se encuentra adherido el Reino de España
por el Tratado de 12 de junio de 1985.

A) Reducción del 95 por 100 de la cuota de licencia fiscal del
Impuesto Industrial durante -el periodo de instalación.

B) Reducción del 95 por 100 de cualquier arbitrio o tasa de las
Corporaciones Locales que grave el establecimiento o ampliación de las
plantas industriales q~ queden comprendidas en las zonas.

$egundo.-EJ beneficio fiscal relacionado en la letra A) se apolicará a
partir de la fecha de solicitud de inclusión en el régimen de zona de
preferente localización industrial agraria y dentro del plazo previsto para
la instalación en el plan autorizado por el Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentación.

El beneficio fisca1 relacionado en la letra B) se concede por un
período de cinco años. a partir de la publicación de esta Orden en el
«Boletín Oficial del Estado•.

Sin embaIxo,-si el establecimiento o amplIación se hubiesen iniciado
con anterioridad a dicha publicación, el plazo de cinco afios se contará
desde su iniciación, pero nunca antes del 10 de febrero de 1986, fecha
de solicitud de los beneficios.
- Tercero.-El incumplimiento de- cualquiera de las obligaciones que
asume la Empresa beneficiaria dará lugar a la privación de los beneficIos
concedidos y al· abono o reintegro, en su caso, de los impuestos
bonificados.

Cuarto.-Contra la presente Orden podrá interponerse recurso de
reposición, de acuerdo con lo previsto en el artículo 126 de la Ley de
Procedimiento Administrativo, ante el Ministerio de Economía y
Hacienda., en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente al de
su publicaP.ón_

Lo qud" comunico a V: E.' a< sus efectoS.
Madrid, 25 de /'ulio de 1989.-P. D. (Orden de 31 de julio de 1985),

el Director genera de Tributos. Miguel Cruz Amaros.

Excmo. Sr.-Secretario de Estado de Hacienda.

ORDEN de 9 25 de julio de 1989 por fa que se conceden los
beneficios fiscales previstos en fa Ley 151/986, de 25 de
abril. a la Empresa «Panaden-a Santiago, Sociedad AnO­
ninúz Labóral».

Vista la instancia formulada por el representante de «Panadería
Santiago, Sociedad-Anónima Laboral», con CIF A-18211144, en solici­
·tud.de concesión de los beneficios fiscales previstos en la Ley 15/1986,
de 25 de abri~ de Sociedades Anónimas Laborales. y .'

Resultando que; en la tramitación del expediente se han· observado
-las disposiciones de canieter-reglamentario que a estos efectos establece
el Real Decreto 2696/1986, de 19 de.diciembre (<<Boletin Oficial del
Estado»- del día 3 de enero de 1987), sobre tramitación de la concesión

de beneficios tributarios a las Sociedades Anónimas Laborales, en virtud
de lo dispuesto en la Ley 15/1986, de 25 de abril;

Considerando que se cumplen los requisitos establecidos en el
artículo 21 de la Ley 15/1986, de 25 de abril, y que la Entidad solicitante
se encuentra inscrita en el Registro Administrativo de Sociedade~

Anónimas Laborales, habiéndole sido asignado el número 6.033 de
inscripción,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tributos, ha
tenido a bien disponer lo siguiente:

Primero.-Con arreglo a las disposiciones legales anteriormente
mencionadas se conceden a la Sociedad Anónima Laboral, en el
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu4

mentados, los siguientes beneficios fiscales:
a) Bonificación del 99 por 100 de las cuotas que se devenguen por

las operaciones de constitución y aumento de capital.
b) Igual bonificación para las que se devenguen por la a.dquisición,

por cualquier medio admitido en derecho, de bienes provementes de la
Empresa de que procedan la mayoría de los socios trabajadores de la
Sociedad Anónima Laboral.

c) Igual bonificación, por el concepto de actosjuridicos documenta­
dos, para las que se devenguen por operaciones de .cons~itución de
prestarnos sujetos al Impuesto sobre el Valor Aiiadido, 1O<:luso los
representados por obligaciones, cuando su importe se desUne a la
realización de inversiones en activos fijos necesarios para el desarrollo
de su actívidad.

Los citados beneficios tributarios se conceden por un plazo de cinco
afias. contados desde el otorgamiento de la escritura de constitución, y
podrán ser prorrogados en los supuestos previstos en el artículo 4.° del
Real Decreto 2696/1986.

Segundo.-Igualmente gozará de libertad de amortización referida a
los elementos del activo, en cuanto estén afectos a su actividad, durante
los cinco primeros años impr0n:oPbles, contados a partir del primer
ejercicio económico que se iniCIe una vez. que la Sociedad haya
adQuirido el carácter de Sociedad Anónima Laboral, con arreglo a la
Ley 15/1986, de 25 de abril.

Madrid, 25 de julio de 1989.-P. D. (Orden de 31 de julio de 1985).
el Director general de Tributos, Miguel Cruz Amorós.

Excmo, Sr. Secretario de E!lotado de Hacienda.

ORDEN de 28 de julio de 1989 por fa que se dispone el
cumplimiento de la sentencia de la Audiencia Territorial de
Madrid, dictada con fecha 4 de febrero de 1989 en el recurso
contencioso-administrativo número 2.09111985 interpuésto
contra Resolución de este Departamento de fecha 17 de
diciembre de 19~5 por don Luciano García Moreno.

En el recurso contencioso-administrativo número 2.091/1985 ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Madrid entre don Luciano García Moreno, como. demandante, y la
Administración General del estado, como demandada, contra Resolu­
ción de este Ministerio de fecha 17 de diciembre de 1985, que asigna al
demandante el nivel retributivo 16, se ha dictado con fecha 4 de febrero
de 1989 sentencia, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando esencialmente el recurso contencioso­
administrativo interpuesto por don Luciano García Moreno contra la
Resolución del Director general del Instituto Nacional de Estadistica de
fecha 17 de diciembre que asigna al demandante el nivel retributivo 16
-inferior en ocho puntos al anterior que -disfrutaba- y contra la
Resolución de la Secretaria de Estlldo de Economía y Planificación de
fecha 23 de septiembre de 1985quedesestíma el recurso interpuesto
contra la· anterior, debemos declarar y declaramos la nulidad de las
Resoluciones impugnadas por ser contrarias a Derecho, y que estímando
la petición de situación individualizada pedida en segundo lugar,
debemos declarar y declaramos el derecho del demandante a no ser
rebajádo en más de dos puntos el nivel 24 que venía disfrutando, y Que
debe abonársele la diferencia entre el nivel 16 y el nivel 22. desde que
le haya sido abonado aquél, sin que haya lugar al abono de intereses y
sin hacer imposición de costas.»-

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer Se cumpla er
sus propios términos la referida sentencia. publicándose el aludido fallí
en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello en cumplimiento de l(
previsto en el artículo 105 de la Ley Regulad()ra de la Ju-risdicció¡
Contencioso-Administrativa de fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. 1. para' su conocimiento y demás efectos;
Madrid. 28 de julio de 1989.-P. D~ el Subsecretario; Enriqu

Martínez Robles.
Ilmo. Sr. Subsecretario.


